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Expediente: 687/2025 

Procedimiento: Selecciones de Personal y Provisiones de Puestos - Expte provisión puesto 

TECNICO RECURSOS HUMANOS A2 por oposición. 

 

PUBLICACIÓN DE PLANTILLA DEL EJERCICIO TIPO TEST DEL PROCESO 

SELECTIVO PARA CUBRIR UNA PLAZA DE TÉCNICO DE RECURSOS HUMANOS 

MEDIANTE OPOSICIÓN LIBRE Y APERTURA DE PLAZO DE ALEGACIONES 

 

El Tribunal calificador del proceso selectivo para cubrir una plaza de técnico de recursos humanos 

del Ayuntamiento de Marchamalo mediante oposición libre (BOP de Guadalajara nº 78 de 24 de 

abril de 2025), ha acordado: 

1. Publicar en la sede electrónica, en el tablón de anuncios y en la página web municipal la 

plantilla del primer ejercicio, examen tipo test. 

 

2. Conceder un plazo de TRES DÍAS HÁBILES a contar desde el día siguiente al de la 

publicación en la sede electrónica y en el tablón de anuncios, para formular alegaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE 



 
 

 

PRIMERA PRUEBA – EJERCICIO Nº 1 

 

1.El artículo 167 de la Constitución de 1978, establece que aprobada la reforma 

constitucional por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 

ratificación cuando así lo soliciten: 

a) Dentro de los diez días siguientes a su aprobación, una décima parte de los 

miembros de ambas cámaras reunidas en sesión extraordinaria. 

b) Dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de 

los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

c) Dentro de los diez días siguientes a su aprobación, una décima parte de los 

miembros de cualquiera de las Cámaras. 

d)Ninguna respuesta es correcta 

 

2. El artículo. 141 de la Constitución Española define la Provincia como: 

a) Entidad Local con personalidad jurídica propia, determinada por la 

agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de sus 

fines. Cualquier alteración 

de los limites provinciales habrá de ser aprobada mediante Ley. 

b) Entidad Local con personalidad jurídica propia, determinada por la 

agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las 

actividades del Estado. 

Cualquier alteración de los limites provinciales habrá de ser aprobada por las 

Costes Generales mediante Ley Orgánica. 

c) Entidad Local con personalidad jurídica propia, determinada por la 

agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las 

actividades del Estado. 

Cualquier alteración de los limites provinciales habrá de ser aprobada 

mediante Ley Ordinaria. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

3. De acuerdo con el artículo 63 de la Constitución Española: 

a) El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los 

representantes extranjeros en España están acreditados ante él. 

b) Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar 

la guerra y hacer la paz. 

c) El Rey acredita solamente a los embajadores.  

d) De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden. 

 

4.  Señale la respuesta correcta en relación con lo que establece el artículo 54 de la 

Constitución de 1978 respecto a la figura del Defensor del Pueblo: 



 
 

a) Es al Alto Comisionado del Congreso de los Diputados designado por este 

para la defensa de los derechos comprendidos en el Título I. 

b) Es al Alto Comisionado de las Cortes Generales designado por estas para la 

defensa de los derechos comprendidos en el Título I. 

c) Tiene un mandato de 8 años renovable por una sola vez. 

d) Tiene un mandato de 3 años. 

 

5. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado según establece el artículo 

122 de la Constitución de 1978: 

a) Por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, que lo presidirá, y por 

veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. 

b) Por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte 

miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. 

c) Por el Presidente de la Audiencia Nacional, que lo presidirá, y por veinte 

miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. 

d) Por el Ministro de Justicia. 

 

6. El artículo 1 de la Constitución de 1978 establece: 

a) España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que 

propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la 

justicia, la igualdad y el pluralismo político. 

b) España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que 

propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la 

injusticia, la igualdad y el pluralismo político. 

c) España se constituye en un Estado democrático de Derecho, que propugna 

como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la 

igualdad y el pluralismo político. 

d) España se constituye en un Estado social de Derecho, que propugna como 

valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la 

igualdad y el pluralismo político. 

 

7. El artículo 6 de la Constitución de 1978 establece: 

a) Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la 

formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento 

fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su 

actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley.  

b) Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la 

formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento 

fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su 

actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura 

interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

c) Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la 

formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento 



 
 

fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su 

actividad está restringido a las directrices y supervisión del Ministro del 

Interior. 

d) Ninguna respuesta es correcta. 

 

8.  El artículo 101 de la Constitución establece: 

a) El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, y sólo por 

dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

b) El Gobierno cesa sólo en caso de dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

c) El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos 

de pérdida de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por 

dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

d) El Presidente del Gobierno no puede cesar sin antes haberlo comunicado al 

Congreso de los Diputados con una antelación de quince días al día de su cese. 

 

9. El artículo 159 de la Constitución de 1978 establece: 

a) Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e 

inamovibles en el ejercicio de su mandato. 

b) Los miembros del Tribunal Constitucional serán dependientes del Gobierno 

y permanecerán en sus cargos hasta que el Presidente del Gobierno así lo 

disponga. 

c) Los miembros del Tribunal Constitucional serán removibles en el ejercicio 

de su mandato. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 

 

10. El artículo 20 de la Constitución Española de 1978 reconoce y protege: 

a) El derecho de reunión pacífica y sin armas.  

b) El derecho de asociación. 

c) El secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas 

y telefónicas, salvo resolución judicial. 

d) Los derechos a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y 

opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de 

reproducción. 

 

11. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 39/2015, de 1 de 

Octubre, cuando la eficacia de un acto quede supeditada a “aprobación superior” 

a) Esta aprobación de autoridad superior es condición de validez del acto. 

b) Esta aprobación de autoridad superior no es condición de validez del acto, 

sino de eficacia. 

c) Esta aprobación de autoridad superior es un trámite necesario para la 

formación y producción del acto. 



 
 

d) La eficacia de los actos administrativos no pueden quedar supeditada a una 

aprobación superior. 

 

12. De acuerdo con la regulación de las fuentes del Derecho recogida en los artículos 

1 y 2 del Código Civil, señale la respuesta correcta:  

 

a) Los Tratados internacionales serán de aplicación directa en España a partir 

de su firma o ratificación por los Estados parte. 

  b) La costumbre que no sea meramente interpretativa de una declaración de 

voluntad tendrá la consideración de uso jurídico.  

c) Cuando una ley se derogue, recobrarán vigencia las que ésta hubiera 

derogado a los 20 días de su completa publicación en el Boletín Oficial del 

Estado. 

  d) Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o 

costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. 

 

13. En relación con los Decretos Legislativos regulados en la Constitución Española 

de 1978:  

 

a) La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su 

objeto sea refundir varios textos legales o por una ley ordinaria cuando se trate de 

la formación de textos articulados.  

b) La delegación legislativa no se agota por el uso que de ella haga el Gobierno 

mediante la publicación de la norma correspondiente.  

c) Las leyes de delegación no podrán establecer formulas adicionales de control 

por ser competencia única de los Tribunales.  

d) Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación 

legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación 

 

 

14. Según la Ley 39/2015, el principio de inderogabilidad singular de las 

disposiciones administrativas, se formula del siguiente modo:  

a) Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los preceptos de otra de 

rango superior.  

b) Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que 

establezcan las leyes.  

c) Las disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución ni las 

leyes.  

d) Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo 

establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas tengan igual 

o superior rango a éstas. 

 

15. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es correcta en relación con los 

Decretos-Leyes, según la previsión constitucional:  

 

a) Pueden regular materia electoral general en caso de urgente necesidad.  



 
 

b) Para dictar estas normas es necesaria la delegación previa de las Cortes 

Generales. 

c) Después de ser dictados deberán ser inmediatamente sometidos a debate y 

votación de totalidad al Congreso de los Diputados. 

d) La potestad de dictarlos la tiene el Presidente del Gobierno. 

 

16. La autotutela declarativa: 

 

  a) Permite a la Administración la ejecución forzosa de sus actos. 

b) Otorga presunción de validez a sus actos. 

c) Permite a la Administración acudir a los Tribunales en defensa de sus intereses. 

d) Obliga a los interesados a declarar ante la Administración en los supuestos 

legalmente establecidos. 

 

17. Dentro de los entes públicos y la Administración Instrumental,  tal y como 

establece la Ley 40/2015, las autoridades administrativas independientes de ámbito 

estatal: 

 

a) Son entidades de derecho público con personalidad jurídica propia. 

b) Son entidades de derecho privado con personalidad jurídica propia. 

c) Son entidades de derecho público sin personalidad jurídica propia. 

d) Son entidades de derecho privado sin personalidad jurídica propia. 

 

18. En y para el estricto ejercicio de las potestades administrativas que, en su caso, 

tengan atribuidas, los organismos públicos denominados estrictamente "Entidades 

públicas empresariales", de ámbito estatal se rigen por: 

 

a) El Derecho privado, en general. 

b) El Derecho mercantil. 

c) El Derecho público. 

d) El Derecho mercantil o el Derecho civil, según elección de la entidad. 

 

 

19. De conformidad con el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, la 

publicación de un acto administrativo:  

 

a) Se realizará, entre otros supuestos, cuando lo aconsejen razones de interés 

público apreciadas por el órgano competente. 

b) No es necesaria cuando siempre que el acto vaya destinado a una pluralidad 

indeterminada de personas. 

c) En ningún caso surte efectos de notificación. 

d) Se realizará siempre en el Boletín Oficial del Estado 

 

 

20. Señale la proposición INCORRECTA en relación con los plazos regulados en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre: 



 
 

  

a) Los expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto 

desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación del acto que se trate. 

b) Si este tiene una duración superior a veinticuatro horas, se expresará en días. 

c) Cuando estos se hayan señalado por días naturales por declararlo así el Derecho 

de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las notificaciones. 

d) Si se fija en meses, estos se computarán a partir del día en que tenga lugar la 

notificación del acto que se trate. 

 

21. Según el artículo 47 de la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local, las aprobaciones de operaciones financieras o de crédito y 

concesiones de quita o espera, cuando su importe supere el 10 por ciento de los 

recursos ordinarios del Presupuesto de la entidad serán acordadas por: 

a) El Presidente de la Corporación. 

b) La Junta de Gobierno Local. 

c) El Pleno por mayoría simple de los miembros presentes. 

d) El Pleno por mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación. 

 

22. Según el artículo 86.2 de la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local, se declara la reserva en favor de las Entidades Locales de las 

siguientes actividades o servicios esenciales: 

a)  Abastecimiento domiciliario y depuración de aguas. 

b)  Suministro de gas y calefacción.. 

c)  Mataderos, mercados y lonjas centrales. 

d)  Servicios mortuorios. 

23. Según el artículo 3 de la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local, son entes locales territoriales: 

a)  El municipio, la provincia y la isla en los archipiélagos balear y canario. 

b)  Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por 

las Comunidades Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes 

Estatutos de Autonomía... 

c)  Las Comarcas, las Áreas Metropolitanas y los municipios. 

d)  Las Mancomunidades de Municipios, las Áreas Metropolitanas y los municipios. 

24. Según la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local: 

a) La competencia parea crear Comarcas, Áreas Metropolitanas y Mancomunidades 

de Municipios corresponde a las Diputaciones Provinciales. 

b)  Las Comarcas no podrán agrupar municipios de más de una provincia. 

c)  La iniciativa para la creación de las Comarcas sólo puede provenir de las 

Diputaciones Provinciales 

d) No podrá crearse una Comarca sí se oponen a ello expresamente dos quintas partes 

de los municipios que debieran formar parte de la misma. 



 
 

25. Según el artículo 17 de  la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local, la formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón 

Municipal  corresponde: 

a) A la Comunidad Autónoma correspondiente según lo que determine la ley estatal. 

b)  Al Ayuntamiento según lo que determine la ley estatal 

c)  Al Ayuntamiento según lo que determine la legislación de la Comunidad 

Autónoma correspondiente. 

d) A la Administración General del Estado a través del Instituto Nacional de 

Estadística.. 

 

26. De acuerdo con el artículo 27 de  la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases 

de Régimen Local, el Estado y las Comunidades Autónomas, en el marco de sus 

respectivas competencias, pueden delegar en los municipios: el ejercicio de dichas 

competencias: 

a) Siempre que vaya acompañada de una Memoria económica que determine el 

alcance del gasto que conlleva para el municipio. 

b) La delegación deberá determinar el alcance, contenido, condiciones y duración de 

ésta, que no podrá ser inferior a tres años 

c)  Si la delegación va acompañada de la financiación necesaria no se precisará 

aceptación por parte del municipio interesado.  

d) Siempre que vaya acompañada de una Memoria económica que determine el 

alcance del gasto que conlleva para el municipio, sin que pueda incrementar su 

gasto. 

27. Según el artículo 127 de la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local la Junta de Gobierno Local tiene las siguientes atribuciones: 

a) La concesión de cualquier tipo de licencia, salvo que la legislación sectorial la 

atribuya expresamente a otro órgano. 

b)  La separación del servicio de los funcionarios del Ayuntamiento. 

c) El nombramiento y el cese de los titulares de los órganos directivos de la 

Administración municipal 

d) La aprobación del presupuesto. 

28. Según el artículo 49 de la Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de 

Régimen Local, las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Ayuntamiento 

deberán seguir una tramitación que incluya: 

a) La aprobación inicial por mayoría simple del Pleno, exposición pública por plazo 

de 30 días y aprobación definitiva por el Pleno en iguales términos que la 

aprobación provisional  

b) La aprobación inicial por mayoría absoluta del Pleno, exposición pública por 

plazo de 30 días y aprobación definitiva por el Pleno en iguales términos que la 

aprobación provisional  



 
 

c) La aprobación inicial por mayoría simple del Pleno, exposición pública por plazo 

30 días y aprobación definitiva por el Pleno caso que se hayan producido 

alegaciones  

d)  La aprobación inicial por mayoría simple del Pleno, exposición pública por plazo 

de 30 días y aprobación definitiva por el Pleno en iguales términos que la 

aprobación provisional, no entrando en vigor hasta que se haya publicado 

completamente su texto. 

29. La potestad reglamentaria de las entidades locales se traduce en la elaboración 

y aprobación de Ordenanzas, lo que supone: 

a)  Que dimanan de la autonomía local y pueden ampliar el ámbito de la ley que 

desarrollan. 

b)  Que las infracciones a de dichas Ordenanzas tienen los plazos de prescripción 

que establece el Código Penal para las faltas. 

c)  Que son disposiciones de carácter general con rango de ley.  

d) Que no son disposiciones generales. 

30. Las Ordenanzas fiscales podrán adaptar la normativa estatal en la materia al 

régimen de organización y funcionamiento interno de cada Corporación:   

a) Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean podrán ampliar el contenido de las 

leyes estatales en materia de bonificaciones y exenciones.  

b)  Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean, no se exigirá interés de demora en 

los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago que hubieran sido 

solicitados en período ejecutivo. 

c)  Las entidades locales deberán acordar la imposición y supresión de sus tributos 

propios, y aprobar las correspondientes ordenanzas fiscales reguladoras de estos. 

d)  Contra las ordenanzas fiscales cabe la interposición de recurso de reposición, 

31. Se considera interesado en un procedimiento administrativo, según el artículo 4 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas: 

a) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y 

sociales que no puedan ser titulares de intereses legítimos colectivos. 

b) Quienes lo promuevan, aunque no sean titulares de derechos o intereses legítimos 

individuales o colectivos. 

c) Quienes lo promueven como titulares de derechos o intereses legítimos 

individuales o colectivos; los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan 

derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte 

y aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar 

afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya 

recaído resolución definitiva. 

d) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar 

afectados por la resolución y se personen en el procedimiento una vez que haya 

recaído resolución definitiva. 



 
 

32. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, los plazos expresados en días se contarán: 

a) El día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto 

de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la 

desestimación por silencio administrativo. 

b) El día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto 

de que se trate, o desde el día en que se produzca la estimación o la desestimación 

por silencio administrativo. 

c) El día en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o 

desde el día en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio 

administrativo. 

d) El día en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o 

desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por 

silencio administrativo. 
 

33. Según el artículo 43.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuando la notificación por 

medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida 

por el interesado, ¿cuándo se entenderá rechazada?  

a) Cuando hayan transcurrido diez días hábiles desde la puesta a disposición de la 

notificación sin que se acceda a su contenido.  

b) Cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la 

notificación sin que se acceda a su contenido.  

c) Cuando hayan transcurrido quince días naturales desde la puesta a disposición de 

la notificación sin que se acceda a su contenido. 

d) Cuando hayan transcurrido veinte días hábiles desde la puesta a disposición de la 

notificación sin que se acceda a su contenido. 

 

34. Según el artículo 114.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ponen fin a la vía 

administrativas: 

a) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior 

jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario. 

b) Las resoluciones de los recursos de alzada. 

c) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de 

finalizadores del procedimiento. 

d) Todas las anteriores son correctas. 

 

35. Los interesados en un procedimiento administrativo tienen el siguiente derecho: 

a) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones 

Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos. 



 
 

b) A acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los procedimientos 

en los que tenga la condición de interesado. 

c) A aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de 

audiencia. 

d) Todas las anteriores son correctas. 

 

36. Señala la opción correcta:  

a) Los empleados públicos están obligados a relacionarse electrónicamente con la 

Administración únicamente para la presentación de solicitudes personales. 

b) Los empleados púbicos están obligados a relacionarse electrónicamente con la 

Administración para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón 

de su condición de empleado público. 

c) Los empleados púbicos están obligados a relacionarse electrónicamente con la 

Administración únicamente si lo regula una instrucción administrativa interna. 

d) Los empleados públicos tienen el derecho a elegir, al inicio de la relación laboral, 

si se comunican con la Administración por medios electrónicos o no. 

 

37. Según el artículo 49 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del 

Sector Público, el plazo de vigencia de un convenio atenderá las siguientes reglas: 

a) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior 

a cuatro años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior. 

b) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior 

a cinco años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior. 

c) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior 

a dos años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior. 

d) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser inferior 

a dos años ni superior a seis, salvo que normativamente se prevea otro plazo. 

 

38. Según el artículo 3 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del 

Sector Público, las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses 

generales y actúan de acuerdo con los principios de:  

a) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación. 

b) Eficacia, jerarquía, transparencia, igualdad y eficiencia. 

c) Eficacia. Eficiencia, seguridad jurídica y transparencia. 

d) Eficacia, Eficiencia, igualdad y seguridad jurídica. 

 

39. Son motivos de abstención, conforme al artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Púbico: 



 
 

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución 

pudiera influir la de aquél. 

b) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate. 

c) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente 

en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de 

cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 

d) Todas las anteriores son correctas. 

 

40. De acuerdo con el artículo 5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, tendrán la consideración de órganos administrativos: 

a) Las unidades administrativas a las que se les atribuyan funciones que tengan 

efectos jurídicos frente a terceros. 

b) Las unidades administrativas a las que les atribuyan funciones que tengan efectos 

jurídicos frente a terceros, o cuya actuación tenga carácter preceptivo. 

c) Las unidades administrativas cuya actuación tenga carácter preceptivo  

d) Las unidades administrativas a las que se les atribuyan funciones que tengan 

efectos jurídicos frente a terceros, o cuya actuación no tenga carácter preceptivo 

 

41. Conforme establece el Reglamento (UE) 2016/679, relativo a la protección de las 

personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 

circulación de estos datos y en relación con los principios relativos al tratamiento, 

los datos personales serán: 

 

a) Tratados de manera lícita, leal e inconvenientes en relación con el interesado. 

b) Adecuados, pertinentes e ilimitados a lo necesario en relación con los fines para 

los que son tratados. 

c) Tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado. 

d) Adecuados, ajenos y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que 

son tratados. 

 

 

 

 

42. De conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 

de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, en relación con el ejercicio 

de los derechos, señale la respuesta correcta.  

 

a) Los derechos del afectado se reconocen en los artículos 22 a 28 del Reglamento 

(UE) 2016/679, y podrán ejercerse directamente o por medio de representante 

legal o voluntario. 

b) Los derechos del afectado se regulan en los artículos del 20 al 26 de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía 

de los derechos digitales. 



 
 

c) Los derechos del afectado se regulan en los artículos del 12 al 18 de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía 

de los derechos digitales.   

d) Los derechos del afectado se reconocen en los artículos 22 a 28 del Reglamento 

(UE) 2016/679, y solo podrán ejercerse directamente por el afectado. 

 

43. Conforme el artículo 4 del Reglamento (UE) 2016/679 se define responsable del 

tratamiento como: 

 

a) Exclusivamente, la persona física o jurídica que determine los fines y medios del 

tratamiento. 

b) El responsable del tratamiento no se encuentra definido en el Reglamento (UE) 

2016/679, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. 

c) La persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo que, solo 

o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento. 

d) Únicamente, la autoridad pública que determine los fines y medios del 

tratamiento. 

 

 

44. Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno, establece como causas de inadmisión de solicitud de acceso 

a la información pública, señale la respuesta INCORRECTA: 

 

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación 

general. 

b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida 

en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos. 

c) Relativas a documentación para cuya circulación sea necesaria una acción 

posterior de reelaboración. 

d) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado 

con la finalidad de transparencia de esta Ley. 

 

45. Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno, establece que la resolución en la que se conceda o deniegue 

el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan 

solicitado en el plazo máximo de: 

 

a) Dos meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para 

resolver. 

b) Un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para 

resolver. 

c) Tres meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para 

resolver. 

d) Quince días hábiles, desde la recepción de la solicitud por el órgano 

competente para resolver. 



 
 

 

46. Conforme al Título I de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 

efectiva de mujeres y hombres: 

 

a) En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, 

directamente por razón de sexo, pero no indirectamente. 

b) Se considera en todo caso discriminatorio el acoso sexual, no   

considerándose discriminatorio el acoso por razón de sexo. 

c) Las personas jurídicas privadas podrán adoptar medidas específicas en favor 

de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho 

respecto de los hombres. 

d) Únicamente los Poderes Públicos adoptarán medidas específicas en favor de 

las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto 

de los hombres. 

 

47. Conforme al Artículo 12 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres, cualquier persona podrá recabar de los 

tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y hombres: 

a) De acuerdo con lo establecido en el artículo 55.2 de la Constitución, incluso 

tras la terminación de la relación en la que supuestamente se ha producido la 

discriminación. 

b) De acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso 

tras la terminación de la relación en la que supuestamente se ha producido la 

discriminación. 

c) De acuerdo con lo establecido en el artículo 55.2 de la Constitución, siempre 

que no se haya producido la terminación de la relación en la que supuestamente 

se ha producido la discriminación. 

d) De acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, siempre 

que no se haya producido la terminación de la relación en la que supuestamente 

se ha producido la discriminación. 

48. Conforme a la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, están legitimados ante el orden jurisdiccional 

contencioso-administrativo: 

 

a) Exclusivamente las personas físicas que ostenten un derecho o interés ilegítimo. 

b) Las corporaciones, asociaciones, y sindicatos que resulten afectados o estén 

legalmente habilitados para la defensa de los derechos e intereses legítimos 

colectivos. 

c) Únicamente las Administraciones Públicas de carácter territorial que 

ostenten un derecho o interés legítimo. 



 
 

d) El Ministerio Fiscal nunca podrá intervenir ante el orden jurisdiccional 

contencioso-administrativo, conforme establece el Consejo General del Poder 

Judicial. 

 

49. Conforme a la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, se considera parte demandada, señale la respuesta 

INCORRECTA: 

 

a) Las Administraciones públicas contra cuya actividad se dirija el recurso. 

b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar  

    afectados por la estimación de las pretensiones del demandante. 

c) Las aseguradoras de las Administraciones públicas, que siempre serán parte     

    codemandada junto con la Administración a quien aseguren. 

d) Las aseguradoras de las Administraciones públicas, en ningún caso serán parte   

   codemandada junto con la Administración a quien aseguren. 

 

 

50. Conforme a la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, en relación con la sentencia: 

 

a) Cuando la sentencia estimase el recurso contencioso-administrativo, declarará 

ser conforme a Derecho y anulará totalmente la disposición o acto recurrido. 

b) Si fuera estimada una pretensión de resarcir daños y perjuicios, no declarará el 

derecho a la reparación, ni señalará quién viene obligado a indemnizar. 

c) La sentencia estimará el recurso contencioso-administrativo cuando la 

disposición o el acto incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento 

jurídico, excepto la desviación de poder.  

d) La sentencia que declare la inadmisibilidad o desestimación del recurso 

contencioso-administrativo sólo producirá efectos entre las partes. 

 

 

PREGUNTAS DE RESERVA 

 

51. El artículo 128 de la Constitución de 1978 establece: 

a) Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad 

está subordinada al interés sectorial. 

b) Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad 

está subordinada al interés particular del Gobierno. 

c) Se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña. 

d) Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad 

está subordinada al interés general. 

 

 



 
 

 

52. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Administración está 

obligada a: 

a) dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera 

que sea su forma de iniciación.  

b) dictar resolución expresa o presunta y a notificarla en todos los procedimientos 

cualquiera que sea su forma de iniciación.  

c) dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos iniciados a 

instancias de interesado. 

d) dictar resolución expresa y a notificarla en los procedimientos que se inicien por 

medios electrónicos. 

 

53. Según el artículo 6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común:  

a) La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las 

Entidades Locales dispondrán de un registro electrónico general de 

apoderamientos, en el que deberán inscribirse, únicamente, los de carácter general 

otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición 

de interesado en un procedimiento administrativo a favor de representante, para 

actuar en su nombre ante las Administraciones Públicas. No será necesario que 

conste el bastanteo realizado del poder. 

b) La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las 

Entidades Locales dispondrán de un registro electrónico general de 

apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter general 

otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición 

de interesado en un procedimiento administrativo a favor de representante, para 

actuar en su nombre ante las Administraciones Públicas. También deberá constar 

el bastanteo realizado del poder. 

c) Unicamente La Administración General del Estado, dispondrá de un registro 

electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, 

los de carácter general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por 

quien ostente la condición de interesado en un procedimiento administrativo a 

favor de representante, para actuar en su nombre ante las Administraciones 

Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. 

d) La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las 

Entidades Locales podrá dispones de un registro electrónico general de 

apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter general 

otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición 

de interesado en un procedimiento administrativo a favor de representante, para 

actuar en su nombre ante las Administraciones Públicas. La inscripción en el 

registro suplirá el bastanteo del poder.  

 



 
 

54. Según el artículo 26 de Ley 7/1985, de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 

Local son de prestación obligatoria en los municipios de más de 5.000  habitantes, 

además de los obligatorios para municipios de menor población, lo siguientes:  

a) Recogida de residuos, parque público, biblioteca pública.  

b) Pavimentación de vías urbanas, parque público, biblioteca pública.  

c)  Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 

residuales, parque público 

d)  Abastecimiento de agua potable a domicilio, Alumbrado público, parque 

público.  

 

55. Conforme al Artículo 21 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres: 

a) Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus 

competencias y colaborarán, a tal efecto, con el resto de las Administraciones 

públicas. 

b) Las Entidades Locales no son competentes para hacer efectivo el derecho de 

igualdad y únicamente colaborarán, a tal efecto, con el resto de las 

Administraciones públicas. 

c) Las Entidades Locales no son competentes para hacer efectivo el derecho de 

igualdad, y por tanto no tienen la obligación de colaborar, a tal efecto, con el 

resto de las Administraciones públicas. 

d) La Administración General del Estado y las Administraciones de las 

Comunidades Autónomas se abstendrán de cooperar, para integrar el derecho 

de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus respectivas 

competencias, por ser competencia propia de las Entidades Locales. 

 

 



 
 

 

PLANTILLA: PRIMERA PRUEBA – EJERCICIO Nº 1 

 

1 B 

2 B 

3 A 

4 B 

5 B 

6 A 

7 B 

8 C 

9 A 

10 D 

11 B 

12 D 

13 C 

14 D 

15 C 

16 B 

17 A 

18 C 

19 A 

20 D 

21 D 

22 A 

23 A 

24 D 

25 B 

26 D 

27 A 

28 C 

29 B 

30 C 

31 C 

32 A 

33 B 

34 D 



 
 

35 D 

36 B 

37 A 

38 A 

39 D 

40 B 

41 C 

42 C 

43 C 

44 C 

45 B 

46 C 

47 B 

48 B 

49 D 

50 D 
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51 D 

52 A 

53 B 

54 A 

55 A 

 


